
Sevilla, 12 de mayo 2011 BOJA núm. 92 Página núm. 9

de Andalucía, el Jurado deberá tener una composición con re-
presentación equilibrada de mujeres y hombres. A tal efecto, 
ambos sexos estarán representados, al menos, en un 40% de 
las personas que integren el Jurado.

3. En su actuación, el Jurado se regirá por lo dispuesto en 
la Sección 1.ª del Capitulo II, Título IV, de La Ley 9/2007, de 
22 de octubre, de Administración de la Junta de Andalucía.

Artículo 6. Iniciativa y tramitación para la concesión de 
los Premios.

1. La iniciativa para la concesión de los citados Premios 
corresponderá a la persona titular de la Consejería de Gober-
nación y Justicia, quien promoverá la iniciación de oficio del 
expediente acompañada de la documentación justificativa de 
los méritos que concurran en las personas y entidades pro-
puestas para los Premios. Dicha iniciativa deberá ser presen-
tada dentro de los 45 días hábiles siguientes a la publicación 
de la presente Orden.

El Jurado, como consecuencia de las valoraciones efec-
tuadas, emitirá un fallo concediendo los Premios en las moda-
lidades previstas en el artículo 1.

2. Los premios podrán ser compartidos cuando los méri-
tos reconocidos a las candidaturas así lo aconsejen.

3. El Jurado podrá declarar desierta alguna de las mo-
dalidades previstas en el artículo 1 si considera que no hay 
candidatura idónea para su cobertura.

Artículo 7. Notificación.
1. El fallo del Jurado, emitido en el plazo máximo de tres 

meses, contados a partir de la finalización del plazo señalado 
en el artículo 6.1, se notificará a las personas galardonadas 
y se hará público mediante Orden de la persona titular de la 
Consejería de Gobernación y Justicia, que será publicada tanto 
en la página web de la Consejería de Gobernación y Justicia 
como en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

2. La citada Orden pone fin a la vía administrativa y con-
tra la misma podrá interponerse recurso contencioso-admi-
nistrativo, sin perjuicio del recurso potestativo de reposición 
establecido en el artículo 116 de la Ley 30/1992, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.

Artículo 8. Forma de pago de los Premios.
El abono del Premio a los candidatos galardonados se 

efectuará de una sola vez por la totalidad del importe conce-
dido, tras la publicación del fallo del jurado, con cargo a los 
presupuestos del mismo año para el que se establece la con-
vocatoria.

Artículo 9. Recursos.
Contra la presente Orden, que pone fin a la vía adminis-

trativa, cabe interponer, en el plazo de dos meses a partir 
de su publicación, recurso contencioso-administrativo ante 
la Sala de lo Contencioso-Administrativo competente del 
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, conforme a los 
artículos 10, 14 y 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, o, 
potestativamente, recurso de reposición en el plazo de un 
mes, a contar desde el día siguiente a su publicación en el 
BOJA, ante el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación y Justi-
cia, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 107.1, 116 y 
117 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Ju-
rídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.

Sevilla, 27 de abril de 2011

FRANCISCO MENACHO VILLALBA
Consejero de Gobernación y Justicia 

 ORDEN de 19 de abril de 2011, por la que se mo-
difica la de 11 de julio de 2003, por la que se desarro-
llan determinados aspectos del funcionamiento de los 
Institutos de Medicina Legal de la Comunidad Autóno-
ma de Andalucía.

El Decreto 176/2002, de 18 de junio, por el que se cons-
tituyen y regulan los Institutos de Medicina Legal de Andalucía, 
establece las bases para implantar de manera progresiva un 
modelo de organización y actuación médico-legal alrededor de 
criterios científicos y técnicos. Este objetivo requiere la asis-
tencia especializada en aquellos casos que, por su frecuen-
cia y sus características, exijan de unos conocimientos y de 
una estructura particular para dar una respuesta acorde con 
dichas peculiaridades. Bajo este esquema, y para acoger los 
pilares básicos de la actuación médico-forense, se constituyen 
los diferentes Servicios en los Institutos de Medicinal Legal de 
Clínica Forense, Patología Forense y Laboratorio Forense.

La experiencia de la puesta en funcionamiento de los Ins-
titutos de Medicina Legal en la Comunidad Autónoma de An-
dalucía desde el año 2003 ha puesto de manifiesto que la ac-
tual organización de los citados Institutos no resulta suficiente 
a la hora de abordar algunas de las actuaciones desarrolladas 
en los mismos, especialmente desde el Servicio de Clínica, 
donde se realiza la mayor parte de la actividad pericial. En 
este sentido, dentro del Servicio de Clínica las periciales más 
frecuentes se han concentrado tradicionalmente alrededor de 
tres grandes bloques: Psiquiatría Penal, Psiquiatría Civil y Valo-
ración del Daño, existiendo después otros casos que exigían la 
actuación médico-forense, pero cuya frecuencia de presenta-
ción es relativamente escasa.

Estas actuaciones específicas aconsejan su reflejo en 
el esquema de organización en aquellos Institutos de Medi-
cina Legal donde la carga de trabajo así lo requiera para dar 
respuesta a las demandas y a la problemática social más 
relevante bajo los parámetros de eficacia, calidad y especia-
lización. En atención a lo anterior, de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 8.1 del Real Decreto 386/1996, de 1 de 
marzo, por el que se aprueba el Reglamento de los Institutos 
de Medicina Legal, mediante Orden 479/2008, de 20 de fe-
brero, del Ministerio de Justicia, a propuesta de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, se establece el Servicio de Psiquiatría 
Forense del Instituto de Medicina Legal de Sevilla.

La Orden de 11 de julio de 2003, por la que se desarrollan 
determinados aspectos del Funcionamiento de los Institutos de 
Medicina Legal de la Comunidad Autónoma de Andalucía, fue 
dictada con anterioridad a la entrada en funcionamiento de los 
Institutos de Medicina Legal en Andalucía, lo que provocó que 
ciertas cuestiones se regularan sin la existencia de una expe-
riencia previa acumulada. Esta circunstancia ha determinado 
la necesidad de valorar la evolución del funcionamiento de los 
Institutos de Medicina Legal en Andalucía desde su implanta-
ción, con el propósito de atender a las nuevas necesidades 
constatadas por la práctica diaria y que no habían sido pre-
vistas o que requieren la modificación de las soluciones ini-
cialmente dispuestas. Es por ello necesario para garantizar la 
puesta en marcha de dicho Servicio de Psiquiatría Forense el 
establecimiento de unas directrices que establezcan las bases 
de su organización y funcionamiento dentro de la estructura 
del Instituto de Medicina Legal.

En su virtud, de conformidad con lo dispuesto en el ar-
tículo 44.2 de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, y la disposición fi-
nal primera del Decreto 176/2002, de 18 de junio, por el que 
se constituyen y regulan los Institutos de Medicina Legal de 
Andalucía,
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Artículo único. Modificación de la Orden de 11 de julio de 
2003.

Se introducen en la Orden de 11 de julio de 2003, por la 
que se desarrollan determinados aspectos del funcionamiento 
de los Institutos de Medicina Legal de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía, las siguientes modificaciones:

Primero. El apartado 2 del artículo 1 pasa a tener el si-
guiente tenor literal:

«1.2. Clínica Forense. Realizar el control periódico de 
las personas lesionadas y la valoración de los daños corpo-
rales que sean objeto de actuaciones procesales, estudios de 
los casos de presunta mala praxis médica sin resultado de 
muerte en la forma que determinen las leyes procesales, y los 
peritajes médico legales en el ámbito de la psiquiatría forense 
cuando no exista Servicio especifico para ello.»

Segundo. El apartado 4 del artículo 1 pasar a ser el apar-
tado número 5 con el mismo tenor literal, y se añade un nuevo 
apartado 4, con la siguiente redacción:

«1.4. Psiquiatría Forense. Realizar los peritajes médico 
legales sobre valoración psiquiátrica y estudiar los casos de 
presunta mala praxis médica en el ámbito de la Psiquiatría 
Forense en la forma que determinen las leyes procesales. En 
los Institutos de Medicina Legal en los que no exista Servicio 
de Psiquiatría Forense dichas peritaciones se realizarán en el 
Servicio de Clínica Forense.»

Tercero. La letra b) en el apartado 1 del artículo 2 pasa a 
tener el siguiente tenor literal:

«2.1.b) Servicios de Clínica Forense. Además de los Jefes 
de Servicio de Clínica Forense y de los Jefes de Sección de Po-
liclínica y Especialidades, se adscribirán los Médicos Forenses 
generalistas no adscritos a otros Servicios.»

Cuarto. Se adiciona una nueva letra d) en el apartado 1 
del artículo 2 con la siguiente redacción:

«Servicios de Psiquiatría Forense. Además de los Jefes 
de Servicio de Psiquiatría Forense se adscribirán los Médicos 
Forenses generalistas que se determinen.»

Quinto. El título del apartado 2 del artículo 2 queda redac-
tado de la siguiente forma:

«2.2. Mecanismos de adscripción de los médicos foren-
ses generalistas al Servicio de Patología Forense.»

Sexto. Se incorpora un nuevo apartado 3 al artículo 2, en 
los siguientes términos:

«2.3. Mecanismos de adscripción de los médicos foren-
ses generalistas al Servicio de Psiquiatría Forense.

La adscripción de los médicos forenses generalistas al 
Servicio de Psiquiatría Forense se llevará a cabo conforme a 
los siguientes criterios:

a) En primer lugar, se seleccionarán de entre aquéllos que 
voluntariamente lo soliciten, atendiendo al menor número en el 
escalafón si fuesen funcionarios de carrera o al mayor tiempo 
de servicio prestado cuando se trate de personal interino.

b) En el supuesto de no existir voluntarios, la adscripción 
tendrá carácter forzoso, seleccionándose a los médicos foren-
ses que tengan el mayor número en el escalafón o el menor 
tiempo de servicio prestado.»

Séptimo. Se añade un nuevo artículo 6 con la siguiente 
redacción:

«Artículo 6. Organización del Servicio Psiquiatría Forense 
del Instituto de Medicina Legal.

Al objeto de racionalizar el uso de medios e instalaciones 
disponibles, se especializará el personal que se adscriba a di-
chos Servicios cuya actividad pericial se llevará a cabo en las 
instalaciones habilitadas al efecto en la sede del Área Central 
del Instituto de Medicina Legal.

Al Servicio de Psiquiatría Forense del Instituto de Me-
dicina Legal de Sevilla se adscribirán un total de 6 médicos 
forenses generalistas, sin perjuicio de que la persona titular 
de la Dirección General competente en materia de Medicina 
Legal, si las necesidades de servicio público lo demandaren, 
modifique el número de médicos forenses generalistas adscri-
tos a dicho Servicio.»

Octavo. El artículo 6, «Organización de los Servicios de 
guardia», con su misma redacción pasará a ser el artículo 7.

Noveno. El artículo 7, «Organización administrativa de los 
Institutos de Medicina Legal», con su misma redacción pasará 
a ser el artículo 8.

Décimo. El artículo 8, «Constitución de los Consejos de Di-
rección», con su misma redacción pasará a ser el artículo 9.

Decimoprimero. El artículo 9, «Organización de las Jefa-
turas de los Servicios», con su misma redacción pasará a ser 
el artículo 10.

Disposición final única. Entrada en vigor.
La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al de 

su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 19 de abril de 2011

FRANCISCO MENACHO VILLALBA
Consejero de Gobernación y Justicia 

 CONSEJERÍA DE SALUD

DECRETO 141/2011, de 26 de abril, de modifica-
ción y derogación de diversos decretos en materia de 
salud y consumo para su adaptación a la normativa dic-
tada para la transposición de la Directiva 2006/123/CE,
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de di-
ciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado 
interior.

La Directiva 2006/123/CE, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios 
en el mercado interior, establece en su artículo 44 que los 
Estados miembros pondrán en vigor las disposiciones legales, 
reglamentarias y administrativas necesarias para dar cumpli-
miento a lo establecido en dicha Directiva. A tal efecto, ha sido 
aprobada en el ámbito estatal, la Ley 17/2009, de 23 de no-
viembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y 
su ejercicio. 

Por otro lado, la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de 
modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley 
17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las acti-
vidades de servicios y su ejercicio, tiene por objeto adaptar la 
normativa estatal de rango legal a lo dispuesto en la mencio-
nada Ley 17/2009, de 23 de noviembre. Entre las leyes que 
se han modificado se encuentra la Ley 7/1985, de 2 de abril, 


